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BOLETIN Nº 1847-07.

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 363 del  Código  de Procedimiento Penal, en relación con las circunstancias que puede considerar el juez para estimar que la libertad provisional del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad.

________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, que tuvo su inicio en una Moción de los HH. Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señores Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, Andrés Chadwick Piñera, Sergio Elgueta Barrientos, José Antonio Galilea Vidaurre, Carlos Kuschel Silva, Zarko Luksic Sandoval, Juan Enrique Taladriz García y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


A la sesión en que vuestra Comisión debatió esta iniciativa legal concurrieron, especialmente invitados, el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco Suárez, y el abogado asesor de dicha Secretaría de Estado, don Claudio Troncoso Repetto.

- - -

ANTECEDENTES

I.- Las disposiciones que precedieron en forma inmediata a las que se encuentran actualmente vigentes sobre la materia fueron las siguientes:


1.- El Acta Constitucional N° 3, De los derechos y deberes constitucionales. (decreto ley Nº 1.552, publicado en el Diario Oficial el 13 de septiembre de 1976.)

En su  artículo 1°, número 6°, letra d), dispuso que “la libertad provisional es un derecho del detenido o sujeto a prisión preventiva.  Procederá siempre, a menos que la detención o la prisión preventiva sea considerada  por el juez como estrictamente  necesaria para las investigaciones del sumario o para la seguridad del ofendido o de la sociedad.  La ley establecerá los requisitos  y modalidades para obtenerla.”


2.- El artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, conforme al texto que fue fijado por el artículo único del decreto ley Nº 2.185, de 1978.

El segundo considerando de ese decreto ley dejó constancia que “el referido precepto constitucional incorpora a la ley procesal un concepto nuevo: el de “seguridad de la sociedad” cuyo contenido resulta especialmente necesario determinar, a fin de proporcionar al instructor de la causa las directrices de juicio adecuadas a una aplicación homogénea e igualitaria del espíritu de dicha norma fundamental”.


Con ese objeto, el nuevo artículo 363 declaró que no se concederá la libertad provisional al detenido o preso, cuando la detención o prisión sea considerada por el juez, en resolución someramente fundada, estrictamente necesaria: a) para las investigaciones del sumario; b) para la seguridad del ofendido o c) para la seguridad de la sociedad, por haber antecedentes graves de que tratará de eludir la acción de la justicia o continuará su actividad delictiva.


Agregó, en el inciso segundo, que: “En general, y para los efectos de los dispuesto en la letra c) del inciso anterior, el juez tomará en cuenta la sanción legal probable, el número de delitos atribuidos, si ha sido condenado antes por sentencia ejecutoriada, el carácter y gravedad de las infracciones correspondientes y el tiempo transcurrido desde que se cometieron, los antecedentes penales del procesado, si se encontraba en libertad provisional o condicional o gozaba del beneficio de la remisión condicional de la pena al cometer el delito, si tiene pendiente el cumplimiento de una condena anterior, si se ha fugado o intentado evadirse o ha sido declarado rebelde, si carece de residencia y si cabe atribuirle especial peligrosidad al hechor.”


El inciso tercero, a continuación, estableció los casos en los cuales se estimaría que la libertad provisional  del inculpado o reo constituye un peligro concreto para la seguridad de la sociedad.  La enumeración fue adicionada en virtud del artículo 4º del decreto ley Nº 2.621, de 1979.


El inciso cuarto facultó al juez para que, en cualquiera de los casos precedentes, concediera la excarcelación por resolución fundada y siempre que existieren motivos muy calificados que así lo determinasen.


Por último, en virtud del inciso final, se indicaron los casos en los cuales no se aplicaría lo dispuesto en el inciso tercero, esto es, las situaciones en que debe estimarse que la libertad provisional constituye un peligro concreto para la sociedad.


II.- Las normas de nuestro ordenamiento jurídico interno hoy vigentes sobre este punto son:


1.- La Constitución Política de 1980.


En el artículo 19, N° 7º, letra e), declara que “la libertad provisional procederá a menos que la detención o la prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones del sumario o para la seguridad del ofendido o de la sociedad.  La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla”.


El párrafo siguiente de esta letra -agregado por la reforma constitucional contenida en la ley Nº 19.055, de 1991- da reglas especiales sobre la libertad provisional de los procesados por delitos calificados de conductas terroristas.


2.- El artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, conforme al texto que fue fijado por el artículo 5º, Nº 10), de la ley N° 19.047, de 1991.

En el Mensaje con que se dio inicio a este proyecto de ley, S.E. el Presidente de la República hizo presente que proponía “modificaciones a las normas que establecen la forma y requisitos de obtención de la libertad provisional de los detenidos o presos, de tal modo de respetar íntegramente el ámbito de protección del sujeto garantizado en la norma constitucional que regula la materia.  Se busca poner término a cualquier restricción adicional por vía legislativa a las que estableció el constituyente, limitándose la ley exclusivamente a regular dicho precepto constitucional, sin establecer exigencias o restricciones adicionales para la concesión del beneficio.


En el sentido señalado, las normas que propongo sólo contienen limitaciones a las facultades del juez para negar el beneficio, otorgándosele a éste las más amplias facultades para concederlo, eliminándose así las restricciones vigentes.


También cabe resaltar que la nueva regulación implica un reconocimiento explícito del ámbito de decisión judicial sobre la materia, entregándole a los jueces sólo los criterios generales para que ellos ponderen los elementos que determinarán su decisión y exigiéndoseles luego la explicitación de los motivos de la misma.”


Añadió que, específicamente, proponía “eliminar las hipótesis de peligro concreto para la sociedad, dando más amplitud al juez para apreciar las diversas situaciones. Incluso se ha estimado conveniente no incorporar la definición actual de peligro para la sociedad, que lo vinculaba al intento del detenido o preso de eludir la acción de la justicia o a la presunción de que continuara delinquiendo. Ambas hipótesis parecen inadecuadas puesto que la pretensión de la justicia de contar con el inculpado debe asegurarse por vía de la fianza y la presunción de que el reo continuará delinquiendo atentaría contra la presunción básica de inocencia hasta la dictación de la condena.”


Consecuente con ese criterio, el texto que se propuso para el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal fue el siguiente: “Artículo 363.  Sólo podrá denegarse la libertad provisional, por resolución fundada, basada en antecedentes calificados del proceso que deben ser citados en forma pormenorizada, cuando la detención o prisión sea estimada por el juez estrictamente indispensable para el éxito de diligencias de la investigación precisas y determinadas que se hayan ordenado con anterioridad o cuando la libertad del detenido o preso sea peligrosa para la sociedad o para el ofendido.


Se entenderá que la víctima del delito se encuentra en peligro por la libertad del detenido o preso cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que éste pueda realizar atentados graves en su contra”.


En su primer informe, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la H. Cámara de Diputados mantuvo, con cambios menores, la disposición entonces vigente, en términos de señalar:


“En general y para los efectos de determinar que la libertad del detenido o preso es peligrosa para la seguridad de la sociedad, el juez tomará en cuenta la sanción legal probable, el número de delitos atribuidos, si ha sido condenado antes por sentencia ejecutoriada, el carácter y gravedad de las infracciones correspondientes y el tiempo transcurrido desde que se cometieron, los antecedentes penales del procesado, si se encontraba en libertad provisional o condicional o gozaba del beneficio de la remisión condicional de la pena al cometer el delito, si tiene pendiente el cumplimiento de una condena anterior, si se ha fugado o intentado evadirse o ha sido declarado rebelde, si carece de residencia, y el haber antecedentes graves de que tratará de eludir la acción de la justicia o continuará su actividad delictiva.”


En el segundo informe, dicha Comisión aprobó por unanimidad la indicación formulada por el señor Ministro de Justicia de la época, don Francisco Cumplido Cereceda, destinada a suprimir ese inciso, porque le parecía “más razonable que ese concepto de peligrosidad sea analizado por el juez en cada caso en particular, de acuerdo con los antecedentes del proceso”.


El artículo 363 aprobado en definitiva -que corresponde a los tres primeros incisos del vigente, toda vez que se adicionaron otros tres incisos en virtud de la ley Nº 19.385, de 1995-, fue del siguiente tenor:


“Artículo 363.- Sólo podrá denegarse la libertad provisional, por resolución fundada, basada en antecedentes calificados del proceso, cuando la detención o prisión sea estimada por el Juez estrictamente indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación, o cuando la libertad del detenido o preso sea peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido.


Se entenderá que la seguridad de la víctima del delito se encuentra en peligro por la libertad del detenido o preso cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que éste pueda realizar atentados graves en su contra.


El tribunal deberá dejar constancia en el proceso, en forma pormenorizada, de los antecedentes calificados que hayan obstado a la libertad provisional, cuando no pueda mencionarlos en la resolución, por afectar el éxito de la investigación”.


III.- Esta materia se ha tratado además en dos proyectos de ley que es útil traer a colación, uno de los cuales fue desechado por el H. Congreso Nacional y el otro cumple su primer trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados:


1.- El proyecto de ley que propuso modificar el Código Penal, el Código de Justicia Militar y el Código de Procedimiento Penal y otras disposiciones legales en relación a la seguridad de las personas. (Boletín N° 566-07)

El Mensaje de esta iniciativa de ley, presentada en diciembre de 1991, recordó que la ley N° 19.047, al sustituir el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, estableció pautas que ilustran al juez en su decisión respecto de las dos primeras hipótesis constitucionales.  “Sin embargo, tratándose del peligro para la seguridad de la sociedad otorgó una amplia discrecionalidad, lo que ha significado una disparidad de criterios en los jueces, de forma que se hace necesario legislar para orientar al juez con la mira de lograr una buena administración de justicia.


De este modo, se señalan criterios indispensables que ha de tener en consideración el juez para denegar la libertad provisional en los casos que la estime peligrosa para la seguridad de la sociedad”.


A su vez, el Ministro de Justicia señor Cumplido, al explicar ante esta Comisión los alcances de las modificaciones que se proponían, hizo presente que la sustitución del señalado artículo 363 del Código de Procedimiento Penal por la ley Nº 19.047 “no ha cumplido con los objetivos que se tuvieron en vista a la época de su dictación”.  Agregó que “se dejó a la discrecionalidad del juez determinar si la persona procesada era o no peligrosa para la sociedad de acuerdo al mérito del proceso.  La aplicación práctica de esta disposición ha demostrado que ha habido criterios dispares ente los jueces.


Algunos magistrados han sido rigurosos para conceder la libertad provisional en este caso, pero otros han entendido que la excepción al derecho a la libertad provisional está referida solamente al éxito de las diligencias de la investigación y de la seguridad del ofendido y han otorgado la libertad provisional a personas que, evidentemente, no debieron gozar de este derecho.


Por esta razón -manifestó el señor Ministro de Justicia- el proyecto propone establecer criterios para que el juez pondere la peligrosidad del delincuente en relación con la seguridad de la sociedad.”


Esta iniciativa de ley no prosperó en definitiva en el H. Congreso Nacional, al rechazarse, por otras consideraciones, el informe de la Comisión Mixta que se formó para dirimir las divergencias que se suscitaron entre ambas Cámaras.


2.- El proyecto de ley que establece un nuevo Código de Derecho Procesal Penal.

Esta iniciativa se encuentra en condiciones de ser informada por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la H. Cámara de Diputados.


En virtud de ese proyecto de ley, para determinar si la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad, se podrá tomar en consideración alguna de las siguientes circunstancias: la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216; la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente y, en general, si existieren antecedentes graves que permitan presumir que tratará de eludir la acción de la justicia.

- - - 

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR


En atención a la estructura y contenidos del proyecto de ley en informe, la Comisión efectuó su discusión en general y en particular a la vez.


La Moción parlamentaria que da inicio a esta iniciativa de ley destaca que la delincuencia y la seguridad ciudadana constituyen en la actualidad uno de los problemas que causa mayor preocupación en la población nacional, y uno de los motivos radica en que un alto porcentaje de los delitos de gravedad son cometidos por reincidentes, muchos de los cuales los perpetran mientras se encuentran gozando de libertad provisional.


Recuerda que el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal fija criterios orientadores para que el juez resuelva si la prisión preventiva resulta necesaria para el éxito de la investigación  o para la seguridad del ofendido.


“Sin embargo -añade-, tratándose de la causal en que al inculpado se le considera por el juez como un peligro para la seguridad de la sociedad, el legislador estableció una amplia discrecionalidad, lo que ha significado, en la práctica, el uso de los más variados criterios para resolver sobre la libertad provisional.  Lamentablemente, hay muchos casos en que los jueces aplican criterios que son contradictorios entre sí, llegando a situaciones extremas en que a delincuentes que tienen un amplio prontuario penal se les otorga este beneficio, luego de lo cual continúan cometiendo delitos de igual o mayor gravedad.


Si bien la Constitución Política le otorga al juez la facultad privativa de decidir si procede decretar la libertad provisional o en su defecto la prisión preventiva, el legislador, en virtud de la misma norma constitucional, debe fijar los criterios orientadores que contribuyan a una correcta resolución judicial”.

- - -


El proyecto de ley consta de un artículo único, en virtud del cual se intercala en el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, un inciso segundo nuevo.


Esa norma permite al juez estimar que la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad, tomando en consideración alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216 -que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad-, y la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de los delitos de que trataren.

- - - 


Para una mayor ilustración sobre los alcances de esta iniciativa de ley, la Comisión solicitó las opiniones de los profesores de Derecho Constitucional señores Guillermo Bruna Contreras y Francisco Cumplido Cereceda, y del Instituto Chileno de Derecho Procesal.


Los distinguidos constitucionalistas señores Bruna y Cumplido revisaron, en primer término, los elementos de juicio que fluyen de las Actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución.


Ante esas pautas, el profesor señor Bruna indicó que le parecía que cualquier proyecto, para que respete la Constitución, debe respetar la facultad general del procesado a gozar de libertad y la del juez para determinar si está en un caso de excepción, que aconseje no otorgarla.  Para ello no puede referirse ni a la calidad o naturaleza del delito ni de la pena, sino a las condiciones personales y singulares del procesado, cuya condición de delincuente no merezca dudas y cuyos antecedentes hagan presumible que volverá a delinquir, poniendo en riesgo a la sociedad.


Añadió que, como la persona procesada sigue presumiéndose inocente hasta que sea condenada, sólo sus antecedentes penales consistentes en condenas anteriores serían suficientes para negarle la libertad en forma objetiva, pero, como la Constitución faculta al juez para dar esta negativa, estimó que sólo sucesivos sometimientos a proceso, ausencia de medios de vida o de residencia y, en general, “antecedentes graves que permitan presumir que continuará su actividad delictiva”, serían motivos para que el juez, en resolución fundada, pudiera denegar el beneficio de la libertad provisional, y no otros como la pena asignada al delito, la atribución de delito o la conmoción ciudadana.


El profesor señor Cumplido, a su turno, advirtió que siempre ha sostenido que el legislador no puede limitar la competencia que la Constitución otorga al juez para decidir sobre si la detención o la libertad provisional es necesaria para las investigaciones del sumario o para la seguridad del ofendido o de la sociedad, y ha hecho presente esta opinión a las diversas autoridades decisorias, porque la Constitución le da al juez una atribución propia, ya que es el más idóneo para apreciar tal necesidad por el principio de la inmediatez del proceso.


Sin embargo, ha aceptado propiciar proyectos de ley que, como el que está en examen, hacen una recomendación al juez, que éste puede acoger o no, entendiendo que la expresión “podrá estimar” no obliga al juez en ningún sentido ni limita su atribución de considerar otros casos en que estime necesario, dentro de las causales indicadas en la Constitución, negar la libertad provisional, o concederla a pesar de las recomendaciones del legislador.  Los partidarios de este tipo de normas las justifican por el carácter “educativo” de la ley, como un refuerzo para la decisión del juez.  Si tal es su sentido, hizo saber que en su opinión no serían inconstitucionales, al tenor de lo dispuesto en el artículo 60 Nº 3) de la Constitución, siempre que se dé en los términos indicados precedentemente.


El Instituto Chileno de Derecho Procesal, por su parte, manifestó su conformidad con este proyecto, porque “da un apoyo a los jueces para juzgar con más latitud el peligro para la seguridad de la sociedad.”

- - -


La Comisión estimó que las disposiciones contenidas en el artículo 19, Nº 7, letra e), de la Constitución Política, son claras en cuanto a consagrar como regla general la libertad provisional y, al mismo tiempo, con carácter excepcional, la facultad del juez de denegarla cuando la detención o prisión preventiva sea necesaria para alguna de las tres finalidades que el mismo precepto contempla.


Por consiguiente, la evaluación de esa necesidad corresponde privativamente al juez, por ser quien conoce todos los antecedentes del proceso, y su competencia no puede ser limitada por el legislador.


El tema que plantea este proyecto de ley es el de determinar si, no obstante, es posible que la ley señale criterios simplemente orientadores al tribunal, en términos de que éste pueda acogerlos o no, sin quedar obligado por ellos.


Al respecto, juzgó la Comisión que esa labor meramente ilustrativa del legislador se ajusta a la preceptiva constitucional, y puede revestir considerable utilidad en cuanto contribuya a uniformar los criterios jurisprudenciales, y, en esa medida, haga un aporte a la aplicación práctica del tratamiento igualitario que deben recibir todas las personas ante el ordenamiento jurídico.


Tuvo en cuenta la Comisión que, ya en 1991, al poco tiempo de haber sido suprimidas las líneas orientadoras en esta materia, el Supremo Gobierno propuso restablecerlas, invocando precisamente la disparidad de criterios que estaba surgiendo entre los magistrados.


La interpretación en exceso restrictiva del concepto de peligro para la seguridad de la sociedad que parece predominar en la actualidad, y que explica en parte esta moción, sería la que justifica asimismo que una entidad especializada, como es el Instituto Chileno de Derecho Procesal, respalde la iniciativa precisamente por el apoyo que daría a los jueces para apreciar con más latitud las circunstancias de hecho que configuren el peligro para la seguridad de la sociedad.


A la luz de la procedencia constitucional y de la utilidad práctica de la iniciativa legal en informe, la Comisión creyó apropiado mantener las directrices aprobadas en el primer trámite constitucional -en lo que contó con la opinión favorable de los señores representantes del Ejecutivo presentes en la sesión-, por cuanto corresponden a las que se tiene previsto contemplar en el nuevo Código de Derecho Procesal Penal.


En esas condiciones, la entrada en vigor anticipada de tales lineamientos produciría otro efecto de suyo conveniente, cual es el de permitir que se evalúe la aplicación que les den los tribunales, agregando con ello un valioso elemento de juicio a los que ponderará el Congreso Nacional cuando se pronuncie sobre el referido proyecto de Código de Derecho Procesal Penal.


- En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, aprobó el proyecto de ley en general y en particular, sin modificaciones.

- - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, os recomienda que aprobéis el proyecto de ley en los mismos términos en que lo ha hecho la Honorable Cámara de Diputados.


La iniciativa es del siguiente tenor:

"PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Intercálase en el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, el siguiente inciso segundo nuevo:


"El juez podrá estimar que  la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad tomando en consideración  alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216, y la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de los delitos de que trataren.".".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 7 de mayo de 1997, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 1997.


JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA


Secretario
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APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Por unanimidad.
VI.
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